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EN EL TRIBUNAL SUPREMO DE PUERTO RICO
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Opinién del Tribunal emitida por la Jueza Presidenta ORONOZ RODRIGUEZ

En San Juan, Puerto Rico, a 16 de septiembre de 2016.

Recientemente atendimos el caso Medina Nazario

v. McNeil Healthcare LLC, 2016 TSPR 36, 194 DPR

(2016), vy resolvimos que la reconsideracidén de una
resolucién interlocutoria es incompatible con el
procedimiento sumario laboral provisto por la Ley
Num. 2-1961, infra. En esta ocasidén, debemos resolver
si las sentencias dictadas en un pleito tramitado al
amparo de dicho procedimiento pueden ser objeto de
reconsideracidén. Por entender que la reconsideraciédn
de una sentencia final es igualmente incompatible con
el tramite sumario laboral, contestamos esta
interrogante en la negativa. Los hechos que dieron

inicio a esta controversia son los siguientes.
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El Sr. Luis Patifio Chirino presentd una querella por
despido injustificado, hostigamiento sexual y represalias en
contra de Villa Antonio Beach Resort, Inc. (Villa Antonio) vy
del Sr. Héctor Ruiz (en conjunto, peticionarios) al amparo
del procedimiento sumario laboral provisto por la Ley Num.
2-1901, segun enmendada, conocida como la Ley de
Procedimiento Sumario de Reclamaciones Laborales, 32 LPRA
sec. 3118 et seqg. (Ley Num. 2).1

Alegd que su supervisora, la Sra. Yadira Rios Torres,
le hizo una serie de acercamientos sexuales no deseados que
ocasionaron un ambiente hostil en su empleo. Por esa razdn,
presentd una querella ante su patrono guien, segun explicd,
lo refirié a la Corporacidén del Fondo del Seguro del Estado
para que recibiese tratamiento. Asi las cosas, sostuvo dgue
regresd a su trabajo el 4 de abril de 2006 y que el gerente
general del hotel, el Sr. Héctor Ruiz, lo despididé por no
reincorporarse a sus funciones dentro de los guince (15)
dias provistos por la Ley del Sistema de Compensaciones por
Accidentes del Trabajo, a pesar de haber recibido 1la
notificacién de alta el 27 de marzo.?

Villa Antonio contestd la querella y negd las

alegaciones sobre despido injustificado, represalias vy

1 E1 sefior Patifio Chirino fundamenté su reclamacién en: la Ley
Num. 80-1976, 29 LPRA sec. 185a et seq.; la Ley Nuam. 115-1991, 29 LPRA
sec. 194 et seq.; la Ley Num. 45-1935, 11 LPRA sec. 7; y la Ley
Num. 17-1988, 29 LPRA sec. 155 et seq. Querella. Apéndice, péags. 32-33.

2 La Corporacién del Fondo del Seguro del Estado emitié la decisién de
alta el 16 de marzo de 2006, pero no la notificdé hasta el 24 de marzo.
Sentencia. Apéndice, pag. 110. Véase Art. 5-A de la Ley Num. 45-1935, 11
LPRA sec. 7.



CC-2015-1049 3

hostigamiento sexual.’ Argumentd que la sefiora Rios Torres
no credé un ambiente hostil en el empleo toda wvez gque no
hostigd sexualmente al querellante. Ademds, enfatizdé que su
politica de hostigamiento sexual incorpora los mandatos de
la Ley Num. 17-1988, 29 LPRA sec. 155 et seq.?! Explicé que
el sefior Patifio Chirino recibidé copia de dicha politica vy
que éste no se quejob oportunamente del alegado
hostigamiento. Por ultimo, negd que el qguerellante se
reportase a su trabajo cuando le fue requerido y manifestd
que en todo momento actudé con la debida diligencia, pues
trabajé con ambos empleados para llegar a wuna solucidn
satisfactoria.’

Tras la celebracién del juicio en su fondo, el Tribunal
de Primera Instancia dictd sentencia y declard con lugar la
querella presentada. Concluydé que el sefior Patifio Chirino
fue victima de hostigamiento sexual pues fue objeto de
acercamientos, comentarios y conducta sexualmente explicita
por parte de su supervisora que produjeron un ambiente de
trabajo hostil, humillante y tenso.’ Ademds, determindé que
el querellante fue cesanteado durante el término de reserva
provisto por el Articulo 5-A de la Ley Num. 45-1935, 11 LPRA
sec. 7, lo cual constituydé una accidn en represalia por
haber presentado la denuncia de hostigamiento sexual. En
consecuencia, condené a los ©peticionarios a satisfacer

solidariamente la cantidad de $75,000.00 por las angustias y

3 Contestacidén a Querella. Apéndice, pags. 36-39.

* Informe de Conferencia con Antelacidn al Juicio. Apéndice, pag. 43.

° Ademds, expresé que tomd accidén correctiva una vez se enterd del
alegado patrdén de hostigamiento.

® Sentencia. Apéndice, pag. 115.
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sufrimientos mentales y $53,820.00 por los ingresos dejados
de percibir a consecuencia del despido. Ademas, duplicd las
cuantias impuestas en virtud del Articulo 11 de 1la Ley
NUim. 17-1988, 29 LPRA sec. 155j y del Articulo 2 de la Ley
Nam. 115-1991, 29 LPRA sec. 194a.

Inconformes con el resultado, el 13 de octubre de 2015
los peticionarios acudieron ante el Tribunal de Apelaciones
y solicitaron la revisidén del dictamen. En sintesis,
plantearon que el foro primario errd: (1) al determinar gque
la causa de accidén por hostigamiento sexual no estaba
prescrita; (2) al concluir que existidé hostigamiento sexual
en el empleo sin analizar la totalidad de las
circunstancias; (3) al determinar gque no tomd acciones
afirmativas para prevenir el hostigamiento; (4) al concluir
que el querellante fue victima de represalias en el empleo;
(5) al determinar que violentd la reserva de empleo; (6) al
no considerar que el querellante no mitigd los danos; (7) al
otorgar una compensacidén exageradamente alta; (8) al
determinar que el sefilor Ruiz fue co-causante de los dafios;
(9) al permitir que el querellante testificase sobre ciertas
declaraciones efectuadas por la sefiora Rios; vy (10) al
dictar sentencia sin acumular parte indispensable.’

El 26 de octubre de 2015, los peticionarios presentaron
una Mocidén Informativa. Expresaron que al dia siguiente de
presentar su recurso enviaron una mocidén solicitando
autorizacidén para presentar la transcripcién de la prueba,

la cual fue devuelta porque el servicio postal franqued

7 Apelacidén. Apéndice, pag. 10.
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erréneamente la correspondencia.® En consecuencia, sefialaron
que existidé Justa causa para el incumplimiento con el
término reglamentario y solicitaron al foro intermedio que
autorizase la transcripcién.

El 11 de diciembre de 2015, el Tribunal de Apelaciones
notificé una sentencia confirmando el dictamen recurrido.
Concluyd que los peticionarios incumplieron con las
Reglas 19(B) y 76(A) de su Reglamento, 4 LPRA Ap. XXII-B,
pues no solicitaron autorizacién para presentar una
exposicidén estipulada, una exposicidédn narrativa o una
transcripcién de la prueba oral dentro del término provisto,
a pesar de que sus primeros nueve sefialamientos de error
requerian la evaluacién de la prueba. Ademds, enfatizd que
la mocidén ante su consideracidén incumplid con los requisitos
reglamentarios porque no expuso las razones por las cuales
la transcripcidén era indispensable ni las porciones del
récord cuya transcripcién interesaban.’

En desacuerdo, el 15 de diciembre de 2015 los
peticionarios presentaron una Urgente Mocidn de
Reconsideracién ante el foro intermedio. En sintesis,
alegaron que su mocidén solicitando autorizacidén para
presentar la transcripcidédn de la prueba satisfizo los

criterios dispuestos en las Reglas 19(B) y 76(A), supra, Yy

® Mocién Informativa. Apéndice, péags. 200-201. En apoyo de su

contencidn, anejaron copia del sobre devuelto por el correo. Id. pag.
202.

° Sentencia. Apéndice, pag. 216. Asimismo, concluyd que Villa Antonio no
fundamenté adecuadamente su décimo sefialamiento de error por lo que
consider6 que renuncié a éste. Id. pags. 217-218.
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argumentaron que el tribunal abusdé de su discrecidén al no
concederles un término para perfeccionar el recurso.'’

El 30 de diciembre de 2015, mientras su mocidén de
reconsideracién auln estaba ante la consideracidén del foro
intermedio, los peticionarios acudieron a este Tribunal
mediante un recurso de certiorari. Alegaron que el Tribunal
de Apelaciones err6: (1) al desestimar su recurso por no
perfeccionarlo dentro del término provisto; (2) al recurrir
a la desestimacidén sin antes utilizar medidas menos
dréasticas; y (3) al determinar que no existian errores de
derecho que pudiesen ser evaluados sin la transcripcidén de
la prueba.11

Antes de que este Tribunal expidiese el recurso de
epigrafe, el Tribunal de Apelaciones acogidé la mocidén de
reconsideracidédn presentada por los peticionarios. Razond que
la reconsideracidédn no es incompatible con el procedimiento
sumario provisto por la Ley Nuam. 2, supra, toda vez que el
estatuto concede un término de veinte (20) dias para acudir
en revisidén ante este Tribunal, mientras que el término
provisto por las Reglas de Procedimiento Ciwvil, 32 LPRA
Ap. V, para presentar una mocién de reconsideracidn es de
quince (15) dias. Ademés, enfatizdé que, por tratarse de un
recurso de certiorari, retenia jurisdiccidén sobre el asunto
hasta que este Tribunal expidiese el auto solicitado.

El 4 de abril de 2016, notificamos wuna Resoluciédn

concediéndole al sefior Patifio Chirino un término de veinte

% Urgente Mocién de Reconsideracidén. Apéndice, pags. 219-228.

' Recurso de Certiorari, pag. 7.
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(20) dias para que mostrara causa por la cual no debiamos
revocar la determinacidén del foro intermedio por falta de
jurisdicciodn.

El sefior Patifio Chirino comparecidé dentro del término
provisto y alegd que el Tribunal de Apelaciones perdid
jurisdiccién una vez los peticionarios ©presentaron su
recurso de certiorari. Ademas, arguybé que la mocidén de
reconsideracidén es incompatible con el caracter sumario del
procedimiento provisto por la Ley Num. 2, supra, por lo que
el foro intermedio carecia de jurisdiccidén para reconsiderar
su dictamen.

Con el beneficio de la comparecencia de ambas partes,
estamos en posicidén de resolver.

1T
A

La Ley Num. 2, supra, provee un procedimiento sumario
para la tramitacidén y adjudicacidén de pleitos laborales. Con
su adopcidén, el legislador persiguid brindarle a los obreros
y empleados un mecanismo procesal Jjudicial capaz de lograr
la répida consideracién y adjudicacidén de las querellas que

éstos presenten en contra de sus patronos. Vizcarrondo

Morales v. MVM, Inc., 174 DPR 921, 928 (2008); Rivera vwv.

Insular Wire Products Corp., 140 DPR 912, 923 (1996). La

naturaleza de este tipo de reclamacidén exige celeridad en su
tramitacién, pues de esta forma se adelanta 1la politica
publica de proteger al obrero y desalentar el despido

injustificado. Izagas Santos V. Family Drug Center,
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182 DPR 463, 480 (2011) . Con el fin de adelantar su
propdsito, la Ley establecid:
(1) términos cortos para la contestacidén de 1la

querella presentada por el obrero o empleado;
(2) criterios para la concesidn de una sola

prérroga para contestar la querella; (3) un
mecanismo para el emplazamiento del patrono
querellado; (4) el procedimiento para presentar
defensas y objeciones; (5) criterios para la

aplicacién de las Reglas de Procedimiento Civil;
(6) una limitacidén especifica sobre el uso de los

mecanismos de descubrimiento de prueba; (7) una
prohibicidén especifica de demandas o reconvenciones
contra el obrero o empleado dquerellante; (8) 1la

facultad del tribunal para dictar sentencia en
rebeldia cuando el patrono querellado no cumpla con
los términos provistos para contestar la querella,
y (9) los mecanismos para la revisidén y ejecucidn
de las sentencias y el embargo preventivo. Rivera
V. Insular Wire Products Corp., supra,
pags. 923-24.

A cincuenta vy dos (52) afios de su aprobacién, la
Asamblea Legislativa entendié necesario atemperar las
disposiciones de esta Ley al esquema Jjudicial vigente. Por
consiguiente, aprobdé la Ley Nuam. 133-2014 y reiterd su
intencidén de “extender el cardcter sumario de la ley a la
etapa apelativa para cumplir con el propdsito rector de 1la
misma, de proveer al obrero un remedio rapido y eficaz”.
Exposicidén de Motivos de la Ley Num. 133-2014.

A pesar del claro mandato legislativo, la Ley Nuam. 2,
supra, guarda silencio sobre la posibilidad de presentar
mociones de reconsideracidén, de nuevo juicio y de enmiendas
o determinaciones de hechos iniciales o adicionales en
pleitos tramitados al amparo de este procedimiento. Ante tal
vacio, cobra relevancia la Seccidén 3 de la Ley, la cual

dispone que las Reglas de Procedimiento Civil aplicaran en
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todo aquello que no esté en conflicto con las disposiciones
especificas del estatuto o con el caracter sumario del
procedimiento. 32 LPRA sec. 3120.

B.

La Regla 19(a) del Reglamento del Tribunal de
Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, exige la presentacién de una
transcripcidén, una exposicidén estipulada o una exposicidn
narrativa de la prueba cuando los errores seflalados por el
apelante impugnen 1la suficiencia o la apreciacién de 1la
prueba efectuada por el foro apelado. En aras de fomentar la
adjudicacidén més eficiente de las controversias, el
inciso (B) de esta Regla requiere que el peticionario
acredite, dentro de los diez (10) dias siguientes a la
presentacién de la apelacidn, que el método de reproduccidn
que utilizarad propicia la mas rédpida dilucidacién del caso.
4 LPRA Ap. XXII-B, R. 19(B).

Por su parte, la Regla 76, 4 LPRA Ap. XXII-B, dicta el
procedimiento a seguir cuando el apelante opta por
reproducir la prueba mediante una transcripcidén. En 1o
pertinente, la Regla establece que:

Una parte en una apelaciédn o en un recurso de

certiorari ante el Tribunal de Apelaciones

notificard al Tribunal de Apelaciones no mas tarde

de diez (10) dias desde que se presentd el escrito

de apelacidén o se notificd la expedicidédn del auto

solicitado que se propone transcribir la prueba

oral. En esa mocidn, la parte proponente expresara

las razones por las cuales considera que 1la

transcripcidén es indispensable, y que propicia

mayor celeridad en los procesos gue la presentacidn

de una exposicidén estipulada o una exposicidn

narrativa. En todo caso, la parte proponente

identificard en la mocidén las porciones pertinentes
del récord ante el Tribunal de Primera Instancia



CC-2015-1049 10

cuya transcripcidén interesa, incluyendo la fecha

del testimonio y los nombres de los(las) testigos.

4 LPRA Ap. XXII-B, R. 76(A).

Una vez el foro intermedio autoriza la transcripcidén de
la prueba, el apelante deberd solicitar al Tribunal de
Primera Instancia la regrabacidén de los procedimientos
dentro de los diez (10) dias siguientes a la notificacién de
la orden del Tribunal de Apelaciones. 4 LPRA Ap. XXII-B,
R. 76(B).

A la luz de este marco juridico, procedemos a resolver.

IIT
A.

Como cuestién de umbral, debemos determinar si el
Tribunal de Apelaciones retuvo jurisdiccidn para
reconsiderar su dictamen. Como mencionamos, en un
procedimiento sumario al amparo de la Ley Num. 2, supra, las
Reglas de Procedimiento Civil, supra, aplicardn en todo
aquello que no esté en conflicto con las disposiciones
especificas del estatuto o con el cardcter sumario del
procedimiento.

La mocidén de reconsideracidén es la herramienta provista
por nuestro ordenamiento Jjuridico para gue una parte
adversamente afectada por una determinacidn judicial
solicite al tribunal gque considere nuevamente su decisidn.

Constructora Estelar wv. Aut. Edif. Pub., 183 DPR 1,

24 (2011); Véase J. Cuevas Segarra, Tratado de Derecho

Procesal Civil, 2da ed., Pubs. JTS, 2011, T. IV, pag. 1366.

La reconsideracidén persigue conceder al tribunal que dictd
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la sentencia o resolucidén la oportunidad de rectificar

cualquier error en el gque hubiese incurrido. Mun. Rincdn v.

Veldzquez Mufiiz, 192 DPR 989, 996 (2015); J. Echevarria

Vargas, Procedimiento Civil Puertorriquefio, 2010, pag. 271.

De ordinario, nuestro ordenamiento juridico favorece la
utilizacidédn de este recurso, pues le brinda al foro
sentenciador la oportunidad de corregir sus errores,
evitando asi que las partes incurran en los gastos que
conlleva la presentacidn de un recurso apelativo.

R. Hernédndez Colbn, Pradctica Juridica de Puerto Rico,

Derecho Procesal Civil, b5ta ed., Pubs. LexisNexis de Puerto

Rico, Inc., 2010, pé&g. 395. Ahora Dbien, 1la mocidn de
reconsideracién tiene el potencial de dilatar la
adjudicacién del pleito, pues interrumpe el término para
acudir ante el foro revisor hasta qgue se archive en autos
copia de la notificacidén de la resolucidn resolviendo 1la
mocién. Véase Regla 47 de Procedimiento Civil, 32 LPRA

Ap. V, R. 47; Lagares v. E.L.A., 144 DPR 601, 609 (1997).

Como mencionamos, la Asamblea Legislativa promulgd la
Ley Nam. 2, supra, con la intencidén de proveer a los
empleados un mecanismo procesal capaz de alcanzar la rapida
consideracidén vy adjudicacidén de las querellas que éstos

presenten en contra de sus patronos. Vizcarrondo Morales v.

MVM, Inc., supra; Rivera v. Insular Wire Products Corp.,

supra.

Con ello en mente, en Medina Nazario V. McNeil

Healthcare LLC, supra, resolvimos que la reconsideracidn
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interlocutoria es incompatible con el procedimiento sumario
laboral provisto por la Ley Num. 2, supra. Enfatizamos que
permitir la reconsideracién de este tipo de resolucidn daria
paso a la anomalia de proveerle a los litigantes un término
mayor para solicitar reconsideracidn que el provisto para la
revisién de determinaciones finales por el estatuto. Id.,
pag. 7.

La Regla 47 de Procedimiento Civil, supra, concede un
término Jjurisdiccional de quince (15) dias para solicitar 1la
reconsideracién de sentencias finales, mientras que la
Seccién 9 de 1la Ley Nuam. 2, 32 LPRA sec. 3127, provee
términos Jurisdiccionales de diez (10) y wveinte (20) dias
para acudir ante el Tribunal de Apelaciones y ante este
Tribunal, respectivamente. Aunque el término provisto para
recurrir ante este Tribunal es cinco (5) dias mayor al
término provisto para la presentacidén de una mocidédn de

reconsideracidén, el mismo raciocinio de Medina Nazario v.

McNeil Healthcare LLC, supra, aplica a estas situaciones

pues lo que se persigue es evitar una dilacién en la
solucidén de la controversia. Cabe recordar que las enmiendas
recientes al estatuto reflejan la intencidén del legislador
de extender el cardcter sumario de la ley a la etapa
apelativa. Véase Exposicidn de Motivos de la Ley
Nuim. 133-2014. Por consiguiente, y en atencidén a los fines
que persigue la ley y a la politica publica que la inspira,

concluimos que la mocidédn de reconsideracidédn es incompatible
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con el procedimiento sumario laboral provisto por la Ley
Num. 2, supra.

En consecuencia, el Tribunal de Apelaciones carecia de
jurisdiccién para atender la mocién de reconsideracidn
presentada por los peticionarios.

B.

Debido a que los peticionarios presentaron su recurso
de certiorari oportunamente ante este Tribunal,'’ nos
corresponde determinar si el Tribunal de Apelaciones abusd
de su discrecién al dictar sentencia sin considerar la
transcripcién de la prueba presentada.

Como mencionamos, la Regla 19(A) del Reglamento del
Tribunal de Apelaciones, supra, exige la reproduccidén de 1la
prueba cuando los errores sefilalados se relacionen con la
suficiencia de la prueba o con la apreciacidédn errdnea de
ésta por parte del tribunal apelado. Ante esta situacidn, el
apelante podréd elegir entre presentar una transcripcidn, una
exposicién estipulada o una exposicién narrativa.'® ;g. Ahora
bien, cuando opte por reproducir la prueba mediante una
transcripcidén, deberd cumplir con el procedimiento dispuesto
en la Regla 76, supra.

Ambas Reglas requieren que el apelante acredite, dentro
de los diez (10) dias siguientes a la presentacidén de la
apelacién, que el método de reproduccidén que utilizaréa

promueve la mas rapida dilucidacidédn del caso. 4 LPRA

2 Es decir, dentro del término de veinte (20) dias desde notificada la

sentencia del Tribunal de Apelaciones.

¥ No obstante, el tribunal tiene discrecién para rechazar el método
propuesto por el apelante y elegir el que propicie la mas réapida
dilucidacidén del pleito. 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 19(B).
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Ap. XXII-B, R. 19 (B) y T6(A). Este término es de
cumplimiento estricto por lo que puede ser prorrogado por

justa causa. Véase Rojas v. Axtmayer Ent., Inc., 150 DPR

560, 564 (2000).

La acreditacidén de justa causa requiere la presentacidn
de explicaciones concretas 'y ©particulares, debidamente
evidenciadas, que permitan al tribunal concluir que existid

una excusa razonable para el incumplimiento. Soto Pino wv.

Uno Radio Group, 189 DPR 84, 93 (2013). Cabe recordar que el

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, supra, se adoptd con
el propbdésito de proveer un acceso facil, econdémico vy
efectivo al foro apelativo, por lo que los recursos ante su
consideracién no deben ser desestimados por defectos de
forma o de notificacién que no afecten los derechos de las

partes. 4 LPRA AP. XXII-B, R.2; Garcia Morales v. Mercado

Rosario, 190 DPR 632, 638-639 (2014); véase también M-Care

Compounding v. Departo. Salud, 186 DPR 159, 170 (2012).

Segun surge del expediente, los peticionarios
presentaron su recurso de apelacidén el 13 de octubre de
2015. Al dia siguiente, enviaron por correo su solicitud de
autorizacidén para presentar la transcripcidén de la prueba.
Esta no llegé a su destino pues el correo calculd
errbneamente el franqueo de la correspondencia.
Especificamente, los peticionarios explicaron que fue un
empleado del servicio postal gquien pesé vy franqued la
correspondencia antes de remitirla. Este error no es, ni

puede ser, imputable a los peticionarios. A pesar de la
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dilacién que dicho error provocd, los peticionarios
presentaron su mocidn solicitando autorizacidn para
presentar la transcripcién de 1la prueba tan solo un dia

1 wvaluado

después de que venciera el término reglamentario.
el expediente, resolvemos que los peticionarios tuvieron
justa causa para incumplir con el término reglamentario. En
consecuencia, y en atencién a que el incumplimiento no
afecté6 los derechos del recurrido, resolvemos dque el
Tribunal de Apelaciones abusbé de su discrecidén al dictar
sentencia sin considerar la transcripcidén de 1la prueba
presentada.
v

Por los fundamentos antes expuestos, se expide el auto
de certiorari, se revoca la sentencia recurrida y se
devuelve el caso al Tribunal de Apelaciones para qgue

continten los procedimientos conforme a lo aqul resuelto.

Se dictard Sentencia de conformidad.

Maite D. Oronoz Rodriguez
Jueza Presidenta

1 En especifico, el término provisto vencia el viernes 23 de octubre

de 2015 y los peticionarios presentaron su mocidén el lunes 26 de
octubre.



EN EL TRIBUNAL

Luis Patifio Chirino

Recurrido
V.
Villa Antonio Beach Resort,
Inc. h/n/c Villa Antonio o
Parador Villa Antonio, Héctor
Ruiz
Peticionarios

En San Juan, Puerto Rico,

SUPREMO DE PUERTO RICO

CC-2015-1049

SENTENCIA

a 16 de septiembre de 2016.

Por los fundamentos expuestos en la
antecede, la cual se hace formar parte
presente Sentencia, se expide el auto de
revoca la sentencia recurrida y se devuelve
Tribunal de Apelaciones para que

procedimientos conforme a lo aqui resuelto.

Asi lo pronuncidé y manda el Tribunal y lo certifica el
Secretario del Tribunal Supremo.
la

Rodriguez Rodriguez vy
Charneco no intervinieron.

La Juez

Jueza Asociada

Juan Ernesto Davila Rivera

Secretario del Tribunal Supremo

Opinién
integra
certiorari,

continten

Asociada
sefiora



